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     Provincia de Buenos Aires
Honorable Cámara de Diputados


Ref.: Proyecto de Ley creando el Consejo Auditor de Obras Viales y 
Caminos Rurales de la provincia de Buenos Aires.
EL H. SENADO Y LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY
Artículo 1: Créase el Consejo Auditor de Obras Viales y Caminos Rurales de la provincia de Buenos Aires.

Artículo 2: El Consejo Auditor creado por el artículo 1° tendrá como funciones 

a) Verificar la eficiente afectación de los recursos comprometidos para la ejecución de las obras viales y caminos rurales cuya fuente de financiamiento provenga del Fondo Compensador de Mantenimiento y Obras Viales establecido mediante la Ley N° 13010 y del porcentaje que a esas obras destina la provincia de Buenos Aires del Fondo Federal Solidario creado por Decreto Nacional N° 206/2009.

b)  Analizar el desarrollo y evolución de las distintas etapas de los proyectos y obras enmarcados en el inciso a).

c)  Evaluar los efectos e impactos de los proyectos y obras desde el punto de vista productivo, económico y social.

d) Recomendar al Poder Ejecutivo las acciones que sirvan para mejorar la infraestructura de la red vial de la provincia de Buenos Aires.

e)  Comunicar los resultados y conclusiones a que arribe.

 Artículo 3°: El Consejo estará integrado por un representante titular y uno suplente de las siguientes entidades:

a) Confederación de Asociaciones Rurales de Buenos Aires y la Pampa (CARBAP)

b) Confederación Intercooperativa Agropecuaria Cooperativa limitada (CONINAGRO)

c) Federación Agraria Argentina (FAA)

d) Sociedad Rural Argentina (SRA)

e) Unión Industrial Pcia. de Buenos Aires (UIPBA)
f) Confederación Económica de la Provincia de Buenos Aire (CEPBA)

g) Federación Económica de la provincia de Buenos Aires (FEBA)

h) Confederación Argentina del Transporte Automotor de Cargas (CATAC)

i) Unión de Usuarios Viales de la provincia de Buenos Aires (UDUV)

             La autoridad de aplicación mediante resolución, podrá ampliar los integrantes del Consejo con otras instituciones representadas también por su titular y suplente, como así también requerir a pedido del Consejo, el asesoramiento de universidades y de entidades públicas y privadas, nacionales o internacionales relacionadas con sus funciones.

Artículo 4°: Invítase a las entidades mencionados en el artículo 3º a designar sus representantes a fin de constituir el Consejo Auditor creado por la presente Ley.

Artículo 5°: El desempeño de los integrantes del Consejo Auditor de Obras Viales y Caminos Rurales de la provincia de Buenos Aires será ad-honorem.

Artículo 6°: El Consejo funcionará válidamente con la mitad más uno de sus integrantes y sus decisiones se adoptarán por simple mayoría de votos.

Artículo 7°: Las decisiones o recomendaciones que tome el Consejo deberán fundamentarse, no serán vinculantes y serán elevadas a la autoridad de aplicación y a ambas Cámaras legislativas.

Artículo 8°: El funcionamiento del Consejo será establecido por un reglamento interno que él mismo se dicte.

Artículo 9°: La autoridad de aplicación de la presente ley será designada por el Poder Ejecutivo.

Artículo 10°: El Poder Ejecutivo, a través de la autoridad de aplicación, proveerá al Consejo la infraestructura necesaria para su funcionamiento.

Artículo 11°: El Poder Ejecutivo deberá constituir el Consejo Auditor de Obras Viales y Caminos Rurales dentro del plazo de noventa (90) días, contados a partir de la vigencia de la presente ley.
Artículo 12°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS
La Ley provincial N° 13.010 sancionada en el año 2003 por ésta H. Legislatura, establece en su primer Capítulo que el Impuesto Inmobiliario Rural será administrado por los Municipios de conformidad a los Convenios de Descentralización Administrativa Tributaria y específicamente en su artículo 1° inciso b) que el 12 % será destinado al Fondo Compensador de Mantenimiento y Obras Viales que se crea en la misma, debiendo cada Municipio aportar al Fondo como mínimo el 12% de la recaudación histórica determinada para cada ejercicio.

Precisamente, en el artículo 2° de la citada norma se indica que se crea el Fondo Compensador de Mantenimiento y Obras Viales el que se integrará con los recursos establecidos en el mencionado inciso b) del artículo 1°, con destino al mantenimiento y a la realización de obras de la red vial provincial de tierra.

Asimismo, la Ley N° 13.010 indica que los recursos del Fondo Compensador de Mantenimiento y Obras Viales serán distribuidos entre los Municipios que posean red vial provincial de tierra, en proporción a la longitud de kilómetros de la misma correspondientes a cada Distrito, y en carácter de fondos afectados.


Para ello, se transfiere por esa normativa a las Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires que adhieran, el mantenimiento de la red vial provincial de tierra, el que será atendido con los recursos que se distribuyan en virtud de lo señalado precedentemente, mientras que la provincia mantendrá a su cargo el mantenimiento de la red vial provincial de tierra en aquellos Municipios que no suscriban los Convenios, casos en los que la administración del Impuesto Inmobiliario Rural será realizada por la Provincia, que participará de la distribución de los recursos del Fondo Compensador de Mantenimiento y Obras Viales en proporción a la longitud de kilómetros de la red vial provincial de tierra cuyo mantenimiento quede a su cargo.

Por otra parte, debemos recalcar que el gobierno nacional mediante el Decreto 206/2009  creó Fondo Federal Solidario, conocido como “fondo sojero”, que tiene por destino financiar obras que contribuyan a la mejora de la infraestructura sanitaria, educativa, hospitalaria, de vivienda y vial en ámbitos urbanos o rurales.
El citado fondo está compuesto por el treinta por ciento (30%) de los montos efectivamente recaudados en concepto de derecho de exportación de soja, y en su concepción tiene una clara finalidad solidaria de reparto de recursos de origen federal para refuerzo de los presupuestos destinados a infraestructura en las Provincias y cada uno de los Municipios de aquéllas que adhieran. 

Se establece en esta norma el reparto automático de los fondos, replicando el sistema de coparticipación federal, en forma diaria y sin costo, por el Banco de la Nación Argentina, conforme los mismos porcentajes establecidos en los artículos 3º, 4º, 8º, correlativos y concordantes de la Ley Nº 23.548 y sus modificatorias.
En el mismo sentido, se utiliza el mecanismo de la adhesión condicionada a que se establezca, hacia el interior de los estados provinciales, también un reparto automático y sin costo de los fondos a sus municipalidades, de conformidad a los porcentajes que de la coparticipación federal de impuestos les corresponda, que en ningún caso podrá ser inferior al treinta por ciento (30%) del total de los fondos que por adhesión la Provincia perciba. Se establece la prohibición de la derivación de los fondos hacia otra finalidad para que en el lapso de tiempo más corto posible se adviertan en la economía real sus efectos. 
Y un artículo del citado Decreto nacional que para nosotros es importante teniendo en cuenta lo solicitado crear mediante el presente proyecto de Ley es el N° 5°, que señala textualmente: “El Poder Ejecutivo Nacional, cada una de las Provincias adheridas y los Municipios beneficiarios, deberán establecer mecanismos de control que aseguren la transparencia en la utilización de las remesas y su destino a alguna de las finalidades de mejora de infraestructura de las establecidas en el artículo 1º del presente, vigilando el cumplimiento de la prohibición de utilización en gastos corrientes establecida en el citado artículo”.
Queda claro entonces, la necesidad de establecer un mecanismo de control y auditoría para asegurar la transparencia y que los fondos sean destinados a lo establecido en ambas normativas, la ley provincial y el decreto nacional a los que hemos hecho referencia.

La Carta Iberoamericana de Calidad en la Gestión Pública (aprobada por la X Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado realizada en la ciudad de San Salvador, El Salvador, los días 26 y 27 de junio de 2008 y que fuera adoptada por la XVIII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno llevada a cabo en la misma ciudad entre el 29 al 31 de octubre del mismo año), vincula la calidad en la gestión pública con dos propósitos fundamentales de un buen gobierno democrático: “1. toda gestión pública debe estar referenciada a la satisfacción del ciudadano, ya sea como usuario o beneficiario de servicios y programas públicos, o como legítimo participante en el proceso formulación, ejecución y control de las políticas públicas bajo el principio de corresponsabilidad social; 2. la gestión pública tiene que orientarse para resultados, por lo que debe sujetarse a diversos controles sobre sus acciones, suponiendo entre otras modalidades la responsabilización del ejercicio de la autoridad pública por medio del control social y rendición periódica de cuentas.”

 Y específicamente establece el “Principio de responsabilización” en el N° 16: “Una gestión pública de calidad es aquella en la que existe responsabilización, esto es, en la que hay rendición de cuentas por el desempeño de las autoridades, directivos y funcionarios públicos frente a los ciudadanos, y control social sobre la gestión pública.”


Este principio del control social es el que queremos hacer presente una vez más en nuestra provincia mediante la sanción de la Ley propuesta, que es un principio que cuenta con antecedentes como el Consejo Auditor Honorario del Plan Maestro Integral de la Cuenca del Río Salado creado por Decreto Provincial N° 1485/2003.


Y estamos convencidos que la sociedad civil representada por sus instituciones puede ejercer este control social con eficacia y transparencia, lo que va a redundar en una mejor calidad de nuestra democracia y que a su vez, va a mejorar la calidad de vida de miles de bonaerenses.


Por eso entendemos que las entidades que representan a la producción agropecuaria, comercial, industrial, del transporte y de los usuarios viales, son quienes deben conformar el Consejo Auditor dejando abierta la posibilidad de que el Poder Ejecutivo mediante la autoridad de aplicación que designe, pueda convocar a otras entidades que considere corresponder.


Es menester expresar también que lo aquí propuesto adquiere especial relevancia en la coyuntura actual, que es en la que se plantea la norma, en la que más de 50 distritos de nuestro territorio provincial están afectadas por las inundaciones y cuyos caminos se encuentran totalmente destruidos y anegados por las aguas, con la gravedad de que algunos están incomunicados.

Por todo lo expuesto, agradezco el voto positivo de los señores Diputados y Senadores para la sanción del presente proyecto.
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